


En las PASO del 9 de agosto el Frente de Izquierda 
y de los Trabajadores (FIT) presenta dos listas. Ante la 
negativa del PO y de IS de consensuar una lista común, 
verdaderamente unitaria, como les propusimos desde 
el PTS, presentamos la Lista 1A “Renovar y fortalecer 
el Frente”. Es la lista que encabezan Nicolás del Caño y 
Myriam Bregman, hoy diputados nacionales del FIT y 
está compuesta por más de 1500 luchadores obreros. 
En CABA llevamos un 70% de mujeres candidatas, 
(el máximo que permite la ley) inédito en la historia 
electoral de nuestro país, demostrando que la defensa 
de los derechos de las mujeres no queda en meros 
pronunciamientos. Es la lista que expresa la renovación, 
con la fuerza de los trabajadores, las mujeres y la 
juventud. En el Frente de Izquierda vos podés elegir 

quienes serán los candidatos que nos representarán en 
octubre en las elecciones generales nacionales.

Doce años de kirchnerismo y el doble discurso se 
agota. Hay inflación, recesión, aumenta el desempleo, 
sigue el trabajo informal o en negro para millones, crece 
la deuda y la dependencia extranjera, hay represión a 
los que luchan y quieren reconciliarnos con los milicos. 
Nadie se cree que Scioli pueda ser “nacional y popular”. 

Macri, Massa y Scioli son hijos políticos de Menem. 
Todos preparan un ajuste. Todos ellos son candidatos 
que defienden los intereses de los capitalistas. Nosotros 
somos lo opuesto. Defendemos los intereses de los 
trabajadores. Somos el Frente de Izquierda, que con 
Nicolás del Caño, salió segundo en Mendoza ganándole 
al candidato del peronismo. 

Presentación

FORTALECER
una alternativa de 
los trabajadores 
contra las distintas 
variantes capitalistas 
y centroizquierdistas.

RENOVAR
esta herramienta 
que es el Frente de 
Izquierda con la fuerza 
de los trabajadores, 
las mujeres y la 
juventud. 

FORTALECERLO
sin diluir el programa 
ni abandonar la 
estrategia desde su 
fundación: la lucha 
por la independencia 
política de los 
trabajadores en 
Argentina y en el 
mundo. 

Vos podés elegir en las 
PASO a los mejores 
candidatos del Frente 

de Izquierda, que te 
representarán en 
octubre.
Presentamos la 
Plataforma electoral 
del PTS en la Lista 
1A que, basada en 
el programa del FIT 
del 2011, intenta 
reafirmarlo, renovarlo 
y profundizarlo. Es 
el programa que 
defenderán nuestros 
candidatos y nuestros 

parlamentarios siendo 
conscientes que solo 
la movilización obrera 
y popular logrará 
imponerlos. Como dice 
el programa original 
del FIT, luchamos por 
una salida de fondo: 
“Por un gobierno de 
los trabajadores y 
el pueblo impuesto 
por la movilización 
de los explotados y 
oprimidos.”

QUEREMOS:



POR UN SALARIO IGUAL A LA CANASTA FAMILIAR. 
ANULACIÓN DEL IMPUESTO AL SALARIO

5.700 pesos cobra la mitad 
de los trabajadores ocupados 
en Argentina (INDEC, enero 
2015).

3.000 pesos cobra uno de 
cada cuatro trabajadores 
ocupados (misma fuente).

60% cobran los 
trabajadores “en negro” 
(en relación al salario de los 
registrados).

5% cayeron los salarios 
reales (lo que se puede 
comprar con un sueldo) en 
el último año (Observatorio 
Social CTA).

$12.228 pesos es el valor 
de la “canasta familiar” a 
diciembre de 2014, para una 
pareja con dos hijos (Junta 
Interna ATE-Indec).

60% de la población recibe 
un ingreso por debajo de 
los $7.000, muy lejos de la 
canasta familiar (INDEC-
EPH).

1 millón de trabajadores 
que apenas supera la canasta 
familiar paga el impuesto al 
salario.

Tras el golpe al bolsillo que significó la 
crisis de 2001 y la devaluación de 2002, 
como respuesta a los reclamos obreros 
y populares hubo una recomposición 
del empleo y el salario. Sin embargo, en 
años de crecimiento muchos indicadores 
siguen en los mismos niveles que en los 
‘90, y se mantienen muchas condiciones 
de precariedad laboral que conquistaron 
los empresarios en esa década. Una de 
ellas es la precarización laboral en sus 
distintas formas. 

Según los mismos datos oficiales, el 70% 
de la población tiene ingresos por 7000 
pesos,  lejos de cubrir la canasta familiar. 
A cerca de 1 millón de trabajadores que 
pueden cubrir esa canasta, el Estado les 
cobra el impuesto al salario, mientras 
otorga beneficios impositivos a la renta 
financiera, al juego o a los jueces.

El agotamiento del “modelo” que se 
hizo patente en la última etapa, se lo 
están cobrando a la clase trabajadora y al 
pueblo pobre, con el ajuste y el ataque a 
sus condiciones de vida.

El colmo ha sido el actual candidato 
del Frente Para la Victoria, Daniel Scioli, 
quien dejó sin cobrar a miles de docentes 
en la Provincia de Buenos Aires. La 
movilización del SUTEBA Tigre y otras 
secciones opositoras, permitió que 
empezaran a hacerlo.

Por eso, el sindicalismo de izquierda 
del que somos parte, ha sido uno de los 
protagonistas de esta década también 
en la defensa del salario. Ha intervenido 

en los paros generales con una posición 
propia, independiente de las cúpulas 
sindicales.

Nuestros diputados no solo han 
denunciado esta situación y apoyado las 
luchas salariales, sino que además han 
presentado proyectos legislativos en 
defensa del salario. A principios de 2014, 
Nicolás del Caño presentó un Proyecto 
de Emergencia que dispone un aumento 
de emergencia de $3.000 para todos los 
asalariados y establece un salario mínimo 
de $9.000, similar al valor en que estaba 
calculada la canasta familiar. Además el 
proyecto establece que todos los salarios 
se ajustarán mensualmente según la 
variación que registre el costo de vida, y 
una jubilación mínima el 82% del citado 
salario mínimo.

Nuestros compañeros y compañeras 
que son delegados en decenas de gremios 
impulsan la pelea en defensa del salario y 
las condiciones de trabajo todos los días.

Contra el elevado costo de vida y la 
inflación. Hay que eliminar el IVA para los 
productos y servicios de consumo popular 
e imponer impuestos progresivos a las 
grandes fortunas y grupos empresarios. 
Es necesario un plan económico al 
servicio de los trabajadores y el pueblo, 
que contemple la apertura de los libros de 
contabilidad de las empresas y grandes 
supermercados para que los trabajadores 
puedan ver, controlar y demostrar que la 
remarcación de precios es para mantener 
ganancias extraordinarias. 

Salario igual a la canasta familiar, 
actualizado por la inflación real.

No a los topes salariales. 
Paritarias libres y sin techo.

Igual salario por igual trabajo. 
Todos a planta permanente.

Anulación del impuesto al 
salario. El salario no es “ganancia”.

Eliminación del IVA para los 
productos de consumo popular.

Por eso planteamos:



FUERA LA BUROCRACIA DE NUESTROS SINDICATOS

Que no haya más de una 
reelección. Que los dirigentes 
cobren igual que en el trabajo. 
Que vuelvan a laburar después 
de su mandato. Por la más plena 
democracia sindical.

Abajo la ley de asociaciones 
profesionales. Independencia de los 
sindicatos del gobierno y el Estado. 
Por el derecho del reconocimiento 

de sindicatos ante la simple 
inscripción. Por la inmediata 
personería al sindicato de Subte 
(AGTSYP). 

Abajo los estatutos burocráticos 
que rigen a la inmensa mayoría de 
los sindicatos del país. Seguir el 
ejemplo del estatuto democrático 
del Sindicato Ceramista de 
Neuquén (SOECN-filial 21), el único 

gremio industrial donde la minoría 
tiene representación proporcional 
en la Comisión Directiva.

Plan de lucha de todo el 
movimiento obrero por aumento de 
salarios, contra el impuesto al salario 
y contra el trabajo en negro y las 
tercerizaciones.

Por eso planteamos:

FAMILIAS EN LA CALLE NUNCA MÁS. PROHIBIR DESPIDOS 
Y SUSPENSIONES. REPARTO DE LAS HORAS DE TRABAJO

En la última etapa se frenó la creación 
de nuevos puestos de trabajo y aumentó la 
tasa de desocupación, que sigue siendo alta 
(7,3% según el INDEC). Además, el 43% de 
los nuevos empleos privados son precarios 
y uno de cada tres trabajadores no está 
registrado.

Lo que aumentaron fueron las horas 
extras y los ritmos de trabajo. Hoy en las 
grandes ciudades se pueden ver largas colas 
ante las agencias de empleo. 

Ante los ataques al empleo, solamente 
la izquierda y el sindicalismo combativo 
apoyaron a los que defienden los puestos 
de trabajo, levantando la bandera “Familias 
en la calle Nunca Más”. Debieron resistir 
los ataques no solo de los empresarios, 
sino también de las cúpulas sindicales y 
el gobierno. El “conflicto del año 2014” 
fue justamente en defensa de los puestos 
de trabajo, y lo llevaron adelante los 
trabajadores de Lear. Hoy siguen peleando 
por su reinstalación. Otro es el caso de la 
gráfica MadyGraf (ex Donnelley) ,  ocupada 
y puesta a producir por los trabajadores 
contra el cierre fraudulento. Worldcolor 

sigue su camino.
El PTS en el Frente de Izquierda, con 

sus referentes obreros y agrupaciones en 
diversos gremios, ha sido protagonista de 
las grandes luchas para que no queden 
familias en la calle.  Nuestros diputados han 
apoyado con la denuncia desde sus bancas, 
el aporte de sus dietas y también poniéndole 
el cuerpo.

En Lear Nicolás del Caño fue reprimido 
por la Gendarmería Nacional y hostigado 
por la patota del SMATA. En 2014 presentó 
un proyecto que prohíbe los despidos 
y suspensiones por 24 meses. También 
propone la creación de una “comisión de 
control obrero” en aquellas empresas que 
aducen caída en las producción y las ventas, 
con acceso a la información contable. Si por 
cualquier razón deben reducirse horas de 
trabajo, propone que sean repartidas entre 
todos los trabajadores manteniendo el salario.

Christian Castillo, quien también apoyó 
estos conflictos, logró en la Legislatura 
Bonaerense la media sanción a la Ley de 
Expropiación de Donnelley, para que sea 
gestionada por los trabajadores de MadyGraf.

1,2 millones de 
trabajadores están 
desocupados (INDEC, 
enero 2015).

7,3% de la población 
económicamente activa 
sin empleo (INDEC).

18% la desocupación 
entre los más jóvenes 
(INDEC).

190.000 puestos de 
trabajo se perdieron en 
el año 2014 (INDEC).

Por eso planteamos:

Prohibición de despidos y 
suspensiones.

Reparto de las horas de 
trabajo con igual salario para 
terminar con la desocupación.

Plan de obras públicas bajo 
control de los trabajadores, para 
resolver  problemas estructurales 
y acabar con la desocupación.

Expropiación y estatización 
bajo control obrero de toda 
fábrica que cierre o despida 
masivamente.



Renacionalización sin 
pago de toda la industria 
hidrocarburífera. Por una 
empresa nacional estatal única 
que funcione bajo el control y la 
gestión de sus trabajadores. 

Nacionalización -sin 
indemnización y bajo 

administración y control de 
trabajadores de la banca, del gran 
capital agrario e industrial y la 
minería.

Reestatización de todas 
las privatizadas bajo control 
administración y gestión de 
trabajadores y usuarios.

No al pago de la deuda 
externa.

Abajo los pactos militares 
con el imperialismo. No a las 
tropas argentinas en Haití. Fuera 
ingleses y la OTAN de Malvinas.

82% MÓVIL PARA TODOS LOS JUBILADOS

$3.822 es el valor de la 
jubilación mínima con la 
actualización de marzo de 
2015.

70% de los jubilados cobra 
el haber mínimo.

13,3 % es el promedio de los 
aportes patronales efectivos 
al salario (33% era en 1990).

$472.000millones 
administró el ANSES durante 
2014, lo suficiente para pagar 
el 82% móvil.

82% móvil para los jubilados, 
aumentando las contribuciones 
patronales y eliminación de las 
desgravaciones a sectores empresarios.

Que la ANSES esté bajo la 
administración directa de jubilados y 
trabajadores.

Si bien en esta década varios pudieron 
obtener por primera vez su jubilación, este 
ingreso es insuficiente para que nuestros 
mayores tengan una vida de calidad.

En la Argentina hay 7,6 millones de 
jubilados y el 70% de ellos cobra el haber 
mínimo, que está muy lejos del 82% móvil 
que deberían recibir.

La estatización de los fondos de 
los jubilados sirvió para extender la 
cobertura, aunque también permitió el 
pago de la deuda y el financiamiento de 
varias “corpos amigas”.

El Fondo de Garantía y Sustentabilidad 
(FGS) del ANSES administraba, entre 
noviembre y diciembre de 2014, más 
de 472.000 millones de pesos. Para dar 
una idea de la magnitud de recursos 
disponibles, si esos fondos se distribuyeran 
en mano, a cada uno de los 7,6 millones 

de jubilados le tocaría un equivalente a 
62.105 pesos.

El kirchnerismo rechaza otorgar el 82 
% móvil a los jubilados porque sostiene 
que desfinanciaría el sistema previsional 
pero los ingresos al sistema podrían 
incrementarse. El  ANSES recibe los 
aportes patronales y contribuciones que 
recauda por cada trabajador registrado, 
y recibe fondos por la recaudación de 
impuestos como IVA, Cheque y Ganancias.

A comienzos de los 90 las mismas 
alcanzaban el 33 %, hoy están en 23,7 
%, pero con los programas y regímenes 
especiales que benefician a empresarios 
la contribución patronal efectiva 
promedia el 13,3 %.  La restitución de las 
contribuciones patronales y la eliminación 
de estos beneficios, permitiría pagar el 
82% móvil.

Por eso 
planteamos:

Por eso planteamos:

TERMINAR CON LA ENTREGA DEL PAÍS Y LA DEPENDENCIA

63% de las empresas 
más grandes son de 
capital extranjero.

70 mil millones de 
dólares giraron a sus 
casas matrices en la 
década.

222 mil millones es la 
deuda externa actual.

El gobierno nacional insiste en que 
el proyecto iniciado en 2003 “le ha dado 
independencia y soberanía al país”. Una 
mirada a la Argentina que deja doce años de 
kirchnerismo desmiente ese planteo.

Bajo el discurso del “desendeudamiento” 
la Argentina pago más 200 mil millones de 
dólares de deuda, y esta sigue ejerciendo un 
peso enorme sobre la Nación y sobre todo 
sobre el pueblo trabajador.

Ahora todos los candidatos del ajuste se 
preparan para volver a pedir créditos a los 
“buitres buenos”. Van a volver a endeudar al 
país y a varias generaciones de argentinos.

Bajo el discurso de la “defensa de la industria 
nacional”, se oculta que no se revirtió el peso de 
las trasnacionales en la estructura económica 

del país: 63% de las empresas más grandes 
son de capital extranjero. Esas multinacionales 
giraron impunemente al exterior 70 mil 
millones de dólares en la década.

Bajo el discurso de la soberanía energética se 
aprobó una Ley de Hidrocarburos que extiende 
la entrega de Vaca Muerta a Chevron hasta el 
año 2037 y a todas las multinacionales que 
quieran seguir saqueando el petróleo y gas.

Lo mismo sucede con los recursos mineros, 
pesqueros y de la agroindustria que están 
en manos de multinacionales extranjeras. El 
discurso de “patria o buitres” no puede tapar 
que estos últimos tuvieron las puertas abiertas 
para continuar el saqueo y la fuga de capitales.

Es imposible “ganar soberanía” sin atacar las 
posiciones del imperialismo en el país.



La deuda externa es un mecanismo de 
extorsión del capital financiero imperialista. 
Hoy vemos en Grecia como exigen  ajustes en 
los salarios, las jubilaciones, más impuestos 
al pueblo pobre y privatizaciones.

El juez Griesa pretende que se le 
paguen miles de millones de dólares a 
unos buitres que compraron bonos por 
centavos. El gobierno -aunque sostiene un 
enfrentamiento con los “buitres malos” que 
litigan en Nueva York- le sigue pagando a los 
“buitres buenos”.

La reestructuración de deuda no fue 
para nada soberana. A pesar de las quitas, 
los especuladores obtuvieron ganancias 
de hasta 300%, como reconoció el 
propio gobierno. No sólo eso. Se aceptó 
la jurisdicción de EE.UU. para dirimir 
diferencias en la justica. Una entrega de 
soberanía inaceptable.

A pesar del discurso de desendeudamiento 
y que Argentina pagó más 200 mil millones 
de dólares, la deuda siguió creciendo. En 
2005, luego del primer canje y los pagos 
en efectivo al FMI, la deuda estaba en 126 
mil millones de dólares. El 31 de diciembre 
de 2014 (último dato disponible) la deuda 
alcanzó 222 mil millones de dólares. Esto 
significa un incremento del 76%.

Si bien es cierto que la relación deuda/
PBI se redujo desde 2002, esta relación ha 
comenzado a subir en los últimos años: 
la deuda sube mientras la economía está 
prácticamente estancada. Los compromisos 
asumidos por el gobierno en el intento de 
volver a los “mercados” hicieron que la 
deuda creciera 9% entre 2013 y 2014. Los 
acuerdos con el Club de París y el CIADI, 
los préstamos obtenidos de China y la 
utilización de YPF para conseguir dólares: 
toda esta deuda significa una enorme carga 
para el presente y las generaciones futuras.

Además de la reducción de la relación 
deuda/PBI, si en la última década la deuda 

se hizo más manejable es porque una gran 
parte se transformó en deuda intra estatal 
con el Banco Central, el Banco Nación, Anses 
y otros organismos. El 67% de los recursos 
del Fondo de Garantía y Sustentabilidad 
(FGS) del ANSES está “invertido” en títulos 
y obligaciones negociables. Lo que el 
oficialismo llama desendeudamiento, lo 
pagan en gran parte los jubilados resignando 
recursos que podrían ir al 82 % móvil.

Durante el transcurso de 2015 se estarán 
pagando unos 15 mil millones de dólares 
entre capital e intereses de la deuda. 
Son 135 mil millones de pesos. En todas 
las asignaciones (AUH, a embarazadas, 
familiares, etc.) se gastan 31 mil millones 
de pesos. Si se deja de pagar la deuda, la 
AUH podría ser de $2.600. O se podrían 
multiplicar los presupuestos de salud, 
educación, vivienda y empleo, para resolver 
las grandes necesidades populares.

Mientras todos los asesores económicos 
de Daniel Scioli, Mauricio Macri y Sergio 
Massa dicen que hay que regularizar la 
situación con los buitres, seguir pagando y 
volver a endeudarse, el Frente de Izquierda 
plantea tirar abajo esta herencia de la 
dictadura.

 

NO AL PAGO DE LA DEUDA EXTERNA

U$s 222 mil millones 
de dólares suma la 
deuda pública el 
31/12/2014.

76% aumento entre 
2005 y 2014.

U$s 200 mil millones 
asegura el gobierno 
que pagó en la última 
década.

67% de los recursos 
de los fondos del ANSES 
está “invertido” en 
títulos y obligaciones 
negociables.

$ 135 mil millones se 
pagarán en 2015 entre 
capital e intereses de la 
deuda.

 No pagar la fraudulenta 
deuda externa.

 Desconocimiento de la 
deuda al Club de París.

 Plata para trabajo, 
salud, educación, vivienda y 
obras públicas, no para los 
especuladores.

Por eso planteamos:



Por eso 
planteamos:

El comercio exterior es dominado 
por un puñado de empresas entre las 
que se encuentran las multinacionales 
exportadoras agrarias, algunos complejos 
industriales (principalmente automotriz), 
y compañías mineras y petroleras. 
Corrientemente defraudan al fisco, inflan 
los precios de sus compras al exterior 
para disfrazar los balances, se aprovechan 
de sus propios puertos para evitar los 
controles aduaneros. Son menos de 100 
empresas las que manejan el comercio 
exterior del país, y que corrientemente 
han utilizado el peso que les da esta 
“posición estratégica” para condicionar la 
economía, generar golpes de mercado o 
escasez de divisas.

Para cortar de cuajo con esto es 
indispensable establecer un monopolio 
por parte del Estado del comercio exterior. 
Nacionalizar el comercio exterior implica 
que todos los exportadores entregan 
lo que se va a exportar a una institución 
creada por el Estado quien toma las 
riendas de la comercialización, la relación 
con las potencias imperialistas, con los 
otros países. Es también una medida de 
autodefensa nacional. Porque impediría, 
por ejemplo, una parte de la fuga de 
capitales.  

El monopolio del comercio exterior, 
para llevarlo verdaderamente adelante, 
debe estar ligado a la expropiación de 
las grandes plantas industriales, y de 
la infraestructura logística de puertos 
y ferrocarriles. De esta forma se puede 
cortar de cuajo cualquier manipulación 
por parte de los grandes aglomerados 

imperialistas que buscarán generar 
escasez de divisas para ahogar la 
economía.

Al mismo tiempo es indispensable 
que todos los bancos pasen a conformar 
una banca nacionalizada que unifique el 
ahorro nacional y el sistema de crédito 
en manos del Estado, con control de 
los trabajadores bancarios (y no de la 
burocracia sindical).

Durante la crisis de 2001 y 2002 los 
bancos fueron denunciados de fugar 
los dólares. También han sido una pata 
fundamental para la fuga de capitales, y 
hay evidencias del involucramiento de 
entidades en maniobras de lavado de 
dinero.

La única manera de establecer un 
verdadero control del destino de los 
fondos, cortar las maniobras de fuga 
y el lavado de dinero, es mediante la 
conformación de una banca estatal única 
bajo control de los trabajadores. Una 
banca estatal única podrá garantizar los 
depósitos de los pequeños ahorristas (al 
contrario de la banca comercial que los 
ha transformado una y otra vez en las 
víctimas del vaciamiento llevado a cabo 
por los grandes capitalistas cuando se 
avecinan crisis bancarias y cambiarias) y 
concentrarlos para una inversión dirigida 
a paliar las más acuciantes necesidades 
del pueblo trabajador, afectando los 
intereses de los grandes monopolios. 
Estas dos medidas de carácter transicional 
solo pueden ser tomadas hasta el final por 
un gobierno obrero y popular, que rompa 
con la burguesía.

NACIONALIZACIÓN DE LA BANCA Y MONOPOLIO 
ESTATAL DEL COMERCIO EXTERIOR, SIN INDEMNIZACIÓN 
Y BAJO ADMINISTRACIÓN DE LOS TRABAJADORES

65 bancos están 
autorizados para operar 
en nuestro país. Sólo 12 
son estatales.

$45.937 millones fueron 
las ganancias del sistema 
financiero en 2014, un 
57,6% respecto al mismo 
período del año anterior.

$9.737 millones ganaron 
sólo durante en enero de 
2014 debido a “diferencias 
de cotización” que 
produjo la devaluación del 
gobierno.

66% de los préstamos 
están destinados a 
financiar el consumo, 
principalmente personales 
y tarjetas de crédito.

1,7% del PBI suman los 
créditos hipotecarios 
en Argentina. En Brasil 
llegan al 7,7%; Perú, 4,9% 
y Chile, 18,7%.

 
 Nacionalización 
de la banca y el 
comercio exterior, 
sin indemnización y 
bajo administración 
y control de 
trabajadores.



La oligarquía y los grandes 
terratenientes están entre los principales 
beneficiarios de la “década ganada”. Unos 
pocos miles de propietarios monopolizan 
el suelo cultivable de nuestro país y 
manejan una formidable masa de riqueza. 
La renta agraria total puede estimarse 
en no menos de u$s 15.000 millones 
promedio anuales para este último 
período. En la actualidad, 30 de las 35 
familias que en 1913 concentraban la 
mayor parte de las tierras, siguen siendo 
grandes propietarios: los Born, Bemberg, 
Werthein, Balcarce-Rodríguez Larreta, 
Blaquier, Braun Menéndez. Hoy, los 
tradicionales terratenientes se “fusionan” 
con los Benneton, los Grobocopatel y otros 
empresarios agroindustriales.

La Argentina aporta casi el 50% de 
las exportaciones mundiales de aceite y 
harinas de soja y el 70% en las de biodiesel. 
Ese comercio está en manos de un puñado 
de empresas multinacionales, como 
Cargill, Bunge, Dreyfus, Nidera y Molinos. 
Mientras, en el país miles de niños sufren 
problemas de alimentación y mueren por 
enfermedades evitables.

El boom sojero además ha producido 
el desmonte de bosques y brutales 

desplazamientos de poblaciones campesinas.
La “cuestión agraria” en la Argentina 

actual pasa por acabar con la apropiación 
por parte de los terratenientes de una 
formidable masa de riqueza. Sólo la 
propiedad privada de la tierra, acumuladas 
mediante las salvajes guerras de conquista 
contra los pueblos originarios, fundamenta 

que esta clase se apropie de la renta 
diferencial.

Para apropiarse la renta agraria es 
necesario expropiar la tierra en manos 
de los grandes terratenientes (alrededor 
de 4.000) y los pooles de siembra, y 
estableciendo el monopolio estatal 
del comercio exterior. Respetando los 
derechos de los campesinos pobres, 
pueblos originarios y pequeños chacareros 
que no exploten mano de obra asalariada.

Esta medida permitirá también discutir 
una organización de la producción 
agraria que ponga el acento en las 
demandas sociales postergadas, el medio 
ambiente y la recuperación de actividades 
abandonadas por no ser tan rentables 
como la soja.

El 80% de los obreros rurales del país 
–850.000 según el ex Renatre– están en 
negro y bajo condiciones de extrema 
precariedad. En la última década el costo 
laboral en el agro cayó, y para 2006 lo 
mantenía 39,4% por debajo del nivel de 
2001.

Los cientos de miles trabajadores 
rurales, junto al resto de la clase 
trabajadora, los campesinos pobres y los 
pueblos originarios, son quienes pueden 
forjar la alianza social que le tuerza el brazo 
al “agropower”.

TIERRA: EXPROPIACIÓN DE LA PROPIEDAD TERRATENIENTE

U$s 15.000 millones 
promedio anuales es 
la renta agraria que se 
apropian los dueños de 
la tierra y empresarios 
rurales (en  base a 
datos del Ministerio de 
Economía).

30 de las 35 familias 
que en 1913 concentraban 
la mayor parte de las 
tierras, siguen siendo 
grandes propietarios 
en la actualidad (Born, 
Bemberg, Werthein, 
Balcarce-Rodríguez 
Larreta, Blaquier, Braun 
Menéndez).

1.250 propietarios 
poseen 9 millones 
hectáreas, el 32% de la 
superficie cultivable en la 
Provincia de Buenos Aires.

72,5% de los embarques 
de granos, harinas y 
aceites están en manos 
de diez  exportadoras 
(Cargill, Dreyfus, Nidera, 
etc). (Datos: Ministerio de 
Economía).

80% de los obreros 
rurales está en negro 
y bajo condiciones de 
extrema precariedad. 
(Datos: ExRenatre).

Nacionalización de la 
gran propiedad en manos 
de terratenientes, de los 
grandes pools de siembra, de 
los monopolios cerealeros y 
frigoríficos.

No a la expulsión de sus 
tierras de campesinos y 
pueblos originarios. Basta de 
represión a los reclamos de los 
QOM de Formosa.

Derogación de las leyes 
flexibilizadoras que rigen el 
trabajo rural.

Por eso planteamos:



UNA SALIDA DE FONDO PARA LA EMERGENCIA HABITACIONAL 
QUE AFECTA  A MÁS DE 3 MILLONES DE FAMILIAS
 

Más de 3 millones 
de familias sufren 
déficit habitacional, lo 
que indica que unas 14 
millones de personas 
viven en condiciones 
precarias o no tienen 
techo.

52% aumentó la 
cantidad de gente 
que vive en villas y 
asentamientos la Ciudad 
de Buenos Aires en la 
última década (Censo 
2010).

55 sueldos se necesitan 
para comprar una 
vivienda.

21 % cayó el valor del 
salario en comparación 
con el costo del alquiler 
en relación a la década 
del noventa.

En la última década asistimos a un boom 
inmobiliario. Han proliferado los countries, 
barrios privados y la construcción de 
grandes emprendimientos, mientras 
millones no pueden acceder a una 
vivienda digna. Solo en la Provincia de 
Buenos Aires la emergencia habitacional 
afecta a 1.565.044 hogares, de los cuales 
más de un millón corresponden al 
conurbano bonarense (INDEC, 2010).

Los asentamientos y villas de 
emergencia se extienden en  casi todas 
las ciudades del país. Mientras tanto, hay 
innumerables viviendas desocupadas.

La renta sojera conllevó un boom 
inmobiliario, donde muchas nuevas 
construcciones son para casas de fin de 
semana o están destinadas al “ahorro 
en ladrillo”. Esta situación además ha 
encarecido el valor del suelo.

Los salarios promedio se encuentran 
hoy, en relación a los alquileres, un 21% 
por debajo de lo que se encontraban en la 
década del noventa. Con respecto al precio 
de las viviendas, cayó un 39% la relación 
salario/m2 en los últimos 10 años. Es decir, 
que cada vez se necesitan más salarios para 
acceder a una vivienda, y en la mayoría de 
los casos no alcanzan los ahorros de toda la 
vida para lograrlo.

El punto de partida de cualquier plan 
que garantice viviendas para todos 
debe pasar por una reforma urbana, que 
expropie las tierras usurpadas por los 
“desarrolladores” privados, las propiedades 
en manos de la Iglesia y las de los grandes 
grupos inmobiliarios. Son cientos de miles 
de hectáreas que podrían destinarse a la 
construcción de viviendas populares.

Además, es necesario expropiar las 
viviendas desocupadas que estén en manos 
de poseedores de grandes fortunas. Hay que 
luchar por prohibir los desalojos. Para los 
inquilinos debe establecerse, como salida 
transitoria, que los alquileres no excedan el 
20% del salario mínimo. Para todos aquellos 
que necesiten acceder a la vivienda única 
mediante crédito hay que establecer un 
fondo público para préstamos cuya cuota 
no exceda el 20% del salario mínimo y sin 
más requisitos que el de establecer el déficit 
habitacional familiar.

La resolución del problema de la vivienda 
está estrechamente vinculada a terminar 
con todas las privatizaciones de los servicios 
públicos como gas, electricidad y transporte, 
poniendo todas las empresas bajo control 

obrero y popular, para que la infraestructura 
básica llegue a todos. Es necesario 
desarrollar un plan de construcción de 
viviendas –y junto a ellas nuevas escuelas, 
hospitales, y tendido de infraestructura 
básica y transporte– controlado por los 
trabajadores, cuyos recursos deben salir 
de impuestos progresivos a las grandes 
fortunas y del no pago de la deuda externa. 

La descentralización de los programas de 
viviendas recargó en las provincias el peso 
de la inversión pública en ese rubro, lo cual 
es una causa más que profundiza el déficit 
habitacional. Es necesario un Plan nacional 
de emergencia ante la crisis habitacional 
actual. Un plan urbano integral solo es 
viable si su ejecución y control está en 
manos de los trabajadores y el pueblo.

Por eso planteamos:
Plan de Obras Públicas, 
infraestructura y viviendas 
populares basado en impuestos 
progresivos a las grandes 
fortunas y bajo gestión 
de los trabajadores y las 
organizaciones barriales.

Derogación de los códigos 
urbanos que sirven al capital 
financiero e inmobiliario. 
Prohibición de desalojos. Que 
el alquiler no supere el 20% del 
salario mínimo.

Urbanización de las villas 
y asentamientos en base 
a un plan de emergencia 
controlado por los vecinos.



POR UN PLAN NACIONAL DE TRANSPORTE
El transporte, durante el gobierno 

kirchnerista, mantuvo lo esencial de las 
concesiones de los ’90: la administración en 
manos privadas con abultados subsidios. Si 
bien algunas concesiones ferroviarias fueron 
recientemente rescindidas ante el estado 
calamitoso del servicio, o como respuesta de 
tragedias como la de Once, la complicidad entre 
el Estado y las empresas privadas sigue siendo 
un negocio redondo.

Diversos hechos demostraron la continuidad 
del modelo menemista. Los estallidos de 
usuarios en Haedo y Constitución y, más 
brutalmente, la masacre de Once, dan cuenta de 
un problema estructural que afecta a millones 
de trabajadores.

En la zona metropolitana, las malas 
condiciones no afectan solo a las millones de 
personas que viajan diariamente, sino también 
a los trabajadores del sector, incluyendo las 
muertes por fallas de seguridad.

Todo esto ocurre a pesar de que entre 2003 y 
2010 los subsidios al transporte se multiplicaron. 
Los subsidios alimentan las ganancias de las 
empresas pero resultan totalmente insuficientes 
desde el punto de vista de las inversiones 
necesarias para reconstruir el sistema de 
transporte. Estos negociados no sólo ocurren 
con los ferrocarriles, sino también en los subtes 
o el transporte colectivo, como han denunciado 
los trabajadores de Metrovías o la Línea 60. 

El mejoramiento del transporte se podría 
hacer con los recursos existentes, en vez de 
buscar financiamiento de los organismos 
internacionales como hizo el kirchnerismo. 

Sin pagar los intereses de la deuda solamente 
durante un año podría multiplicarse por 10 la 
inversión en transporte público.

También es indispensable aplicar impuestos 
progresivos a los capitalistas. Así se pueden 
obtener los recursos para reconstruir el sistema 
ferroviario y mejorar las condiciones de viaje en 
todos los medios de transporte.

Este año el gobierno impulsó una nueva 
“nacionalización de los ferrocarriles”. Desde el 
Frente de Izquierda señalamos que la nueva 
normativa no garantiza la estatización del 
sistema, no obliga a las empresas vaciadoras 
a devolver lo que robaron, y además les da 
nuevas ventajas, fundamentalmente en la red 
ferroviaria de cargas. Además, la medida del 
kirchnerismo dejó abierta la continuidad de 
la tercerización laboral que sufren cientos de 
trabajadores. Empresas que tenían concesiones 
tendrán la posibilidad de continuar operando 
dentro del mismo.

Sólo el FIT presentó un proyecto 
alternativo que planteaba la nacionalización 
integral del sistema ferroviario bajo control 
de los trabajadores y usuarios; exige a los 
concesionarios reintegrar todo el parque 
tractivo y rodante, instalaciones y demás 
material cedido; también sostiene el pase a 
planta permanente de todos los trabajadores y 
considera un plan de industrialización ferroviaria 
rehabilitando todos los talleres. Para rescatar el 
sistema ferroviario y ponerlo al servicio de las 
necesidades del pueblo trabajador, tornándolo 
eficiente y con tarifas accesibles.

1,2 millones de 
pasajeros viajan 
diaramente en 
tren; 1,8 millones en 
el subte; 9.400 
unidades de 
colectivos en la zona 
metropolitana.

$ 45.645 
millones sumaron los 
subsidios al transporte 
en el año 2014 (Fuente: 
ASAP)

400% aumentó el 
boleto de subte con la 
gestión Macri.

Por eso 
planteamos:
 Plan Nacional de 
Transporte, reestatización de 
todas las concesionarias y de 
todo el sistema ferroviario, 
controlado y puesto en 
funcionamiento por los 
trabajadores y organizaciones 
de usuarios populares. 

 Mejorar las condiciones 
de viaje en todos los medios 
de transporte, poniendo 
más servicios, renovando 
y ampliando el material 
rodante y la infraestructura.

 Reapertura de los talleres 
ferroviarios cerrados y 
estatizando los privados.

 Juicio y castigo a los 
responsables de la masacre 
de Once.

 Perpetua para todos 
los culpables del crimen de 
Mariano Ferreyra (UGOFE, 
Policía, Pedraza y su patota).



El 3 de junio cientos de miles de personas 
se movilizaron en todo el país y en ciudades de 
Latinoamérica, en la mayor demostración pública 
de repudio a la violencia contra las mujeres.

El femicidio es la expresión fatal del machismo, 
un crimen perpetrado por un hombre contra 
una mujer a la que considera un objeto de su 
propiedad. Pero es sólo el último eslabón de una 
larga cadena de violencias contra las mujeres 
que se producen en la sociedad capitalista, y se 
legitima y reproduce permanentemente desde 
el Estado y sus instituciones. La movilización 
del #NiUnaMenos también marcó esas 
responsabilidades.

Hoy, la Ley Nº 26.485 de Protección Integral 
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
Contra las Mujeres sigue sin ser aplicada en 
muchas provincias, los servicios de asistencia 
y el presupuesto que tienen asignado son 
absolutamente insuficientes. Tampoco esa ley 
garantiza una respuesta inmediata para las 
mujeres víctimas de la violencia machista.

La situación estructural que alcanza a 
millones de mujeres en Argentina, es la base 
material sobre la que se extiende y profundiza 
la violencia contra las mujeres. Son las que más 
sufren la precarización laboral, los bajos salarios 
y otras formas de explotación.

El femicidio es una de las formas de violencia. 
Más de 300 mujeres mueren cada año por la 
clandestinidad y la criminalización del aborto. 
600 mujeres y niñas continúan desaparecidas 
-sólo en la última década- a manos de redes de 
trata para la explotación sexual.

El PTS en el Frente de Izquierda tiene 
cientos de mujeres en sus candidaturas, y en 
localidades como la Ciudad de Buenos Aires 
ha invertido el cupo femenino: el 70% de sus 
listas es encabezada por luchadoras. Es el 
reflejo de nuestro impulso al movimiento de 
mujeres desde hace muchos años.

Queremos que nuestras bancas sirvan 
para apoyar el reclamo de estas mujeres, y 
también su organización. Este año Nicolás 

del Caño y otros legisladores del PTS-
FIT presentaron proyectos de ley contra 
la violencia hacia las mujeres. Un plan 
que exige un régimen de subsidios a las 
mujeres víctimas de violencia; la creación 
inmediata de refugios transitorios y un 
plan de vivienda a corto plazo; un régimen 
de licencias laborales para aquellas 
mujeres que tienen empleo, y de licencias 
y pases para quienes estén en el sistema 
educativo; entre otros reclamos.

#NiUnaMenos POR ABORTOS CLANDESTINOS, 
REDES DE TRATA Y FEMICIDIOS

#NiUnaMenos por abortos 
clandestinos, femicidios y redes 
de trata.

Ley de emergencia contra la 
violencia de género.

Educación sexual en todos los 
niveles, contemplando la diversidad 
de identidades de género. Acceso 
gratuito a todos los métodos de 
anticoncepción. 

Por el derecho al aborto, libre, 
seguro y gratuito.

Contra toda forma de opresión 
sexual.

Que se aplique íntegramente 
la Ley de Identidad de Género y 
se reglamente su artículo 11 sobre 
salud integral. Presupuesto para su 
aplicación.

Derogación de los códigos 
contravencionales que criminalizan 
especialmente a mujeres, gays 
y personas trans en situación de 
prostitución.

1 mujer es asesinada 
cada 30 horas.  1.808 
femicidios se produjeron 
entre 2007 y 2014.

13.700 llamados 
diarios recibió el Consejo 
Nacional de mujeres 
tras la jornada del 3 
de junio, en busca de 
asesoramiento sobre 
violencia de género.

1.700 camas 
disponibles hay 
solamente para las 
víctimas de violencia 
machista que necesitan 
acudir a un refugio de 
manera urgente.

600 mujeres 
están desaparecidas, 
secuestradas por redes de 
trata y prostitución.

1 de cada 5 
adolescentes conoce la 
existencia de la ley de 
educación sexual.

8 provincias solamente 
respetan el Protocolo 
para la atención integral 
de las personas con 
derecho a la interrupción 
legal de embarazo.

300 mujeres mueren 
por año por abortos 
inseguros. 60 mil 
internaciones por año por 
la misma causa. 

Por eso planteamos:



Por eso 
planteamos:
Las “fuerzas de 
seguridad” y sus 
cómplices son quienes 
manejan el “gran delito”. 
Comisión investigadora 
independiente, y 
organización obrera 
y popular, para 
desbaratar las mafias 
organizadas desde el 
Estado.

Juicio y castigo 
los responsables de 
casos de gatillo fácil, 
de corrupción y de 
complicidad con el 
crimen organizado.

No a la baja de la edad 
de imputabilidad. Fuera 
la Gendarmería y policía 
de los barrios populares.

BASTA DE REPRESIÓN Y GATILLO FÁCIL. LA INSEGURIDAD 
SON LAS POLICÍAS Y EL RESTO DE LAS FUERZAS REPRESIVAS

La policía es una de las responsables de 
organizar el gran delito y el gatillo fácil.

La incorporación a la actividad a 15.000 
miembros de la Policía Bonaerense y del Servicio 
Penitenciario retirados, constituye una amnistía 
general a muchos que pasaron a esa situación 
por casos de gatillo fácil y connivencia con el 
crimen organizado. El retiro pactado es una 
práctica habitual en casos de este tipo. Lo mismo 
pasa en la Metropolitana de Macri, la Federal y 
otras policías provinciales. 

La política de ‘mano dura’ es para criminalizar 
la pobreza y dar más poder a la policía que 
organiza el ‘gran delito’: el narcotráfico, los 
desarmaderos y la trata de personas, como 
quedó en evidencia con la destitución de las 
cúpulas policiales de Córdoba y Santa Fe por su 
complicidad con los narcos.

Se pretende además la colaboración de las 
empresas de seguridad privada que cuentan con 
40 mil efectivos, solo en la Provincia de Buenos 
Aires. Muchas de estas empresas son dirigidas 
por personal exonerado, ex represores y mano de 
obra desocupada de las fuerzas.

En un país en dónde crecen los índices 
de pobreza, de desocupación, precarización 
del empleo y la ausencia de futuro para 
amplios sectores de la juventud, se pretende 
responder aumentado el poder de fuego de 
las fuerzas represivas.

La “maldita policía” es la inseguridad. 
El último informe elaborado por la CORREPI da 

cuenta que desde 1983 hasta 2014 se registraron 
4.278 muertes a manos de las fuerzas represivas, a 
causa del gatillo fácil y o asesinados en las cárceles. 
Casi la mitad de estos casos fueron en Provincia de 
Buenos Aires.

Según denunciaron el CELS y la Comisión por la 
Memoria, si se proyecta lo informado por fuentes 
oficiales, en un año morirían en los denominados 
“enfrentamientos” 280 personas, solo en Buenos 
Aires, duplicando los datos de años anteriores.

La problemática de la llamada “inseguridad” no 
se resuelve con las fracasadas políticas de mano 
dura, los aumentos de efectivos policiales, ni con 
la criminalización de la juventud y quienes están 
en situación de pobreza. Sino desarticulando las 
bandas que manejan el gran delito, constituidas 
desde el propio Estado, en particular sus 
fuerzas represivas y el poder económico, con 
la complicidad de sectores del poder político 
y el Poder Judicial. Mientras, las cárceles están 
superpobladas con personas sin condena judicial, 
por delitos menores.

Con trabajo genuino y sueldos acordes, con 
educación de calidad y accesible, los cientos 
de miles de jóvenes que hoy ni estudian ni 
trabajan tendrán una perspectiva para evitar que 
caigan víctimas del delito o sean usados por la 
Bonaerense y las policías corruptas.



BASTA DE CRIMINALIZAR A LA JUVENTUD. DERECHO A LA 
EDUCACIÓN, EL TRABAJO, LA DIVERSIÓN Y LA CULTURA

En Argentina uno de cada cuatro jóvenes 
que viven en las ciudades no trabaja ni estudia. 
Son casi un millón y medio de jóvenes. La 
tasa de desempleo duplica la del resto de la 
población, y las mujeres jóvenes son las más 
afectadas, con tasas de desempleo un 37 por 
ciento más altas que la de los hombres.

Gran parte del llamado “voto joven” (de 16 
a 24 años), está en la famosa generación “ni ni”. 
Muchos se ven obligados a dejar sus estudios 
para trabajar, y luego se los condena a los 
peores trabajos: inestables, con bajos salarios y  
con jornadas de 10 o 12 horas.

La policía los persigue y mata si se niegan a 

robar para ellos, como a Luciano Arruga.
Las cifras del gatillo fácil aumentaron: 

durante la década kirchnerista fueron 2.448 los 
casos, el 50% son menores de 25 años.

Las jóvenes también son las más afectadas 
con respecto al aborto inseguro y la violencia 
de género: la mayoría de las víctimas tienen 
entre 19 y 30 años.

Pero cansados de esa realidad, muchos 
jóvenes se rebelan contra esas condiciones. 
Fueron las mujeres y la juventud las que 
nutrieron las marchas del #NiUnaMenos 
en todos el país; fueron jóvenes los que 
encabezaron las marchas de la gorra contra 

la persecución policial en Córdoba; los que 
marcharon por la legalización de la marihuana; 
los secundarios que toman los colegios contra 
la desidia del gobierno de Macri; son jóvenes 
trabajadores los que lucharon en las fábricas 
Lear y Liliana por sus derechos.

El Frente de Izquierda apoya los reclamos 
de la juventud por sus derechos y contra la 
persecución del Estado. Hemos apoyado 
cada una de sus movilizaciones, e impulsado 
proyectos como el boleto educativo gratuito 
para los estudiantes y toda la comunidad. 

Jornada reducida de trabajo 
con el sueldo mínimo acorde a la 
canasta familiar para que todos 
los jóvenes puedan terminar sus 
estudios.

Becas, viandas y boleto 
educativo gratuito en todo el país.

Derogación de la Ley que 
permite las pasantías sin 
remuneración, mano de obra 
gratuita para las empresas. Por 
pasantías optativas y bajo convenio 
colectivo de trabajo. 

Por eso planteamos:

NO A LA CRIMINALIZACIÓN DE LA PROTESTA. NO A LA IMPUNIDAD
La judicialización, represión y espionaje 

a las luchas obreras y populares se sigue 
desarrollando. Como lo vimos en el trágico 
desalojo del Parque Indoamericano, o 
en la Villa Papa Francisco, o en Hospital 
Borda, por citar algunas represiones 
donde actuaron la Metropolitana y/o la 
Federal. O el año pasado en  la lucha de la 
autopartista Lear cuando la gendarmería 
de Berni reprimió en diversos cortes en 
la Panamericana, hiriendo a decenas de 
personas entre ellos  los diputados del 
FIT, Christian Castillo y Nicolás del Caño y 
detuvo a otros tantos entre ellas una nieta 
restituida como es Victoria Moyano, que 
es candidata a diputada por el FIT.

Siguen procesados por luchar más de 
4000 trabajadores. El juicio fraguado de 
irregularidades contra los petroleros y los 
sectores que los apoyaron en la lucha en 
Las Heras determinó la condena a prisión 
a varios de ellos. Uno de los condenados 

a cadena perpetua es el compañero 
Ramón Cortés que va como candidato 
de la Lista 1A del FIT.

Para perseguir a los trabajadores, el 
Estado y el gobierno utilizan el espionaje 
y la infiltración, como lo denunciamos 
cuando sacamos a la luz el Proyecto X y 
denunciamos que la Policía Federal tiene 
un Cuerpo Especial de Informaciones, es 
decir espías. Nicolás del Caño presentó un 
proyecto de ley para que sea derogado.

Por otro lado, la impunidad se 
manifiesta en la ínfima cantidad de 
genocidas presos, y la casi nula condena 
para los civiles que fueron partícipes de 
la dictadura. Se expresa también en la 
continuidad del aparato represivo: sólo 
en el Ejército hay 3.381 integrantes que 
vienen de la dictadura, además de 50 
hombres que hoy son generales, como 
quien conducía la fuerza, el retirado 
César Milani.

Por eso planteamos:
Cese de la persecución y anulación 
de las causas judiciales contra los 
más de 4.000 luchadores obreros 
y populares. Absolución de los 
trabajadores condenados en Las Heras.

Cárcel a los asesinos materiales 
y políticos de Carlos Fuentealba y 
Luciano Arruga y a los que secuestraron 
a  Jorge Julio López. 

Cárcel perpetua y común para 
todos los genocidas militares, civiles y 
eclesiásticos, a los responsables de los 
crímenes de la Triple A y a los asesinos 
del gatillo fácil. 

Anulación de la ley “antiterrorista”.

Abajo el espionaje y el Proyecto X.

Por centros culturales y 
deportivos de acceso gratuito en 
todos los barrios, financiados por 
el Estado. Por el libre acceso a 
plazas, parques y costas.

Exigimos la la legalización 
irrestricta de las drogas, y la 
liberación y desprocesamiento 
de todas las personas 
perseguidas por su tenencia. A 
su vez planteamos que el Estado 
garantice en forma totalmente 
gratuita políticas sanitarias y 
no represivas ni compulsivas 

para las personas con consumo 
problemático, junto al control 
de calidad de los productos que 
se vendan, información veraz y 
científica sobre las cualidades y 
riesgos de cada droga, incluyendo 
las actualmente legales como el 
alcohol.

No a la discriminación. Por 
plenos derechos sociales, laborales 
y políticos a los trabajadores 
inmigrantes. Derecho al voto para 
todos los inmigrantes con dos años 
de residencia en el país.



SALUD: POR UN SISTEMA  
ÚNICO, GRATUITO Y DE CALIDAD

El pueblo trabajador sufre en 
carne propia el desfinanciamiento y la 
fragmentación del sistema público de 
salud. Larguísimas colas para acceder 
a un turno, listas de espera para las 
cirugías, clausura de salas enteras, 
interrupción de servicios.

Hay localidades que tienen 25 
camas cada 10 mil habitantes y otras 
que tienen 2,5 para la misma población. 

Además, la mayor parte del gasto 
público en salud, se destina a la atención 
médica, mientras que las acciones de 
prevención, promoción y regulación 
representan un porcentaje ínfimo.

El gobierno nacional y los 
gobiernos provinciales dicen que los 
hospitales y las unidades sanitarias 
están lo suficientemente abastecidos 
de insumos, materiales y personal. 
Pero los trabajadores de la salud y 
los pacientes saben la realidad de 
los hospitales públicos, donde la 
atención se mantiene en pie gracias al 
esfuerzo de sus trabajadores. La falta 
de personal genera grandes presiones 
debidas a la sobrecarga laboral y los 
malos salarios llevan a la necesidad 
de tener dos trabajos, con jornadas 
extenuantes.

POR UNA EDUCACIÓN NACIONAL
ÚNICA, PÚBLICA, GRATUITA Y LAICA

5,3% del PBI gasta el Estado 
nacional en educación (no llega 
al 6% como planteaba la Ley 
Nº 26.075 de Financiamiento 
Educativo).

20/23 % del presupuesto 
educativo va destinado a 
subsidiar escuelas de gestión 
privada, en su mayoría 
confesionales (en Córdoba, 
CABA, Santa Fe y Buenos Aires).

8,5 % del presupuesto 
educativo solamente se destina 
a infraestructura.

Cada año, la vuelta a clases deja al 
desnudo la total falta de condiciones para 
el funcionamiento del sistema educativo. 
Las condiciones de infraestructura 
obligan a suspender clases o darlas en 
condiciones de riesgo: fallas eléctricas, 
obras paralizadas, desprendimientos de 
techos, falta de calefacción, etc.

Desde que Menem traspasó la 
educación a las provincias, las condiciones 
empeoraron. Esto no se revirtió, lo que 
refleja la importancia que otorga este 
gobierno y los provinciales la escuela 
pública a la que asisten los hijos de los 
trabajadores y los sectores populares. La 
baja partida presupuestaria destinada a 
la educación termina de confirmarlo.

La precariedad que atraviesan los 

edificios escolares, también alcanza a 
sus trabajadores. Los docentes cobran 
salarios de miseria que los obliga a taparse 
de módulos para llegar a fin de mes.

Cuando la docencia pelea para 
alcanzar mejores salarios, sufre ataques 
a su organización y descuentos por días 
de huelga. 

La educación es un derecho. Que sea 
gratuita, laica y de calidad una obligación 
del Estado. Mientras se desfinancia la 
educación pública se subvenciona la 
educación privada que es un negocio 
capitalista más. El mayor prestador de 
educación privada es la Iglesia católica 
que recibe millones de subsidios para 
brindar una educación confesional.

Declaración de la Emergencia 
Sanitaria. Aumento de presupuesto 
destinado al abastecimiento 
de insumos, aparatología e 
infraestructura edilicia.

Por un sistema de salud único, 
gratuito y de calidad, basado en 
una concepción integral de salud 
como derecho humano (obras 
públicas, vivienda, agua potable, 
alimentación), que se base en la 
liquidación del sistema privado y la 
integración de dichas unidades en 
un sistema de hospitales y centros 
de salud públicos, que funcione 
controlado por los trabajadores y 
usuarios, financiado con aportes 
crecientes según la escala de los 
ingresos y reforzado con impuestos 
progresivos a las grandes fortunas 
y el no pago de la deuda externa.

Basta de Obras Sociales 
con las que se enriquecen los 

burócratas sindicales. Por el 
control democrático por parte de 
comités de trabajadores. Hacia la 
centralización progresiva en un 
sistema único.

Por la ampliación de las plantas 
de profesionales y trabajadores 
para garantizar turnos para 
todas las personas, calidad en 
la atención y acceso a todos los 
insumos, medicamentos, tecnología 
médica y acompañamiento en los 
tratamientos.

Nacionalización sin pago 
de los laboratorios que lucran 
con la salud. Por la provisión 
de medicamentos gratuitos en 
hospitales y centros de salud.

Eliminación del trabajo precario 
en salud. Jornada de trabajo de 
6 horas, eliminación de módulos, 
salario igual a la canasta familiar.

Por eso planteamos:



Por eso planteamos:

Aumento del presupuesto 
educativo.

No a los subsidios a la 
educación privada. Fuera las 
iglesias de la educación.

Abajo la Ley de Educación 
Superior.

Jardines maternales 
para las y los docentes de la 

escuela pública. El 80%  de los 
trabajadores de la educación son 
mujeres, y reciben un subsidio 
que no alcanza para pagar a una 
niñera ni una guardería privada.

Doble escolaridad en la 
escuela pública. Al no existir 
doble escolaridad en la mayoría 
de los establecimientos públicos, 
deben hacer un esfuerzo enorme 

para pagar escuelas o jardines 
privados. 

Boleto de transporte gratuito 
para la comunidad educativa. 
Christian Castillo impulsó en la 
Legislatura Bonaerense una ley 
para boleto gratuito para alumnos, 
docentes y no docentes. El Senado 
bonaerense la aprobó pero la 
restringió a los alumnos.

QUE TODO LEGISLADOR 
Y FUNCIONARIO 
POLÍTICO COBREN 
COMO UN DOCENTE

En este sistema político y social, un grupo 
minoritario vive como una casta privilegiada, 
alejada de los padecimientos y necesidad 
de la mayoría de la población. Con esos 
favores y prebendas, gobiernan a favor de los 
capitalistas.

Los diputados del PTS en el Frente de 
Izquierda rechazan esos sueldos: cobran 
lo mismo que un docente o un trabajador 
calificado, y el resto lo ponen al servicio de las 
luchas populares.

Nicolás del Caño presentó en el Congreso un 
proyecto de ley para que todo legislador y todo 
funcionario no pueda cobrar mensualmente 

más de lo que gana un/a docente. Lo mismo 
hicieron Christian Castillo en la legislatura 
bonaerense y Raúl Godoy en la de Neuquén, 
ambos durante las huelgas docentes. La 
senadora Noelia Barbeito se opuso al dietazo 
de los politicos tradicionales en Mendoza.

Al mismo tiempo peleamos para que todo 
trabajador gane un salario igual al valor de la 
canasta familiar.

Retomamos así las mejores tradiciones de 
los socialistas revolucionarios, y planteamos 
la revocabilidad de los funcionarios por parte 
de los electores y la eliminación de todos los 
privilegios de la función política.

Que todo legislador, 
funcionario estatal o juez 
gane lo mismo que un obrero 
especializado o un maestro. 
Revocabilidad de todos los 
mandatos por los propios 
electores. Abolición del Senado 
y de la institución presidencial 
con poderes de monarca. Por 
una cámara única, con miembros 
elegidos utilizando el conjunto 
del país como distrito único.

Que se ponga fin a los 
privilegios de los jueces, como 
la inmovilidad en sus cargos y 
las exenciones impositivas. Que 
cesen en sus cargos los jueces 
que juraron por el estatuto de la 
dictadura. No al Consejo de la 
magistratura y al actual método 
de designación. Que los jueces 
sean elegidos por el voto popular. 
Con juicios cuyo veredicto sea 
dictado por jurados populares.

$150.000 mensuales 
maneja un diputado o senador 
nacional. Son 80.000 pesos 
entre dieta, canje de pasajes, 
gastos de representación y 
desarraigo. $60.000 para 
nombrar personal.

$70.000 mil sin contar 
adicionales cobra un ministro 
de la Nación.

$16.000.000 por legislador 
asigna la Legislatura 
Bonaerense, donde la dieta de 
cada miembro es de $40.000.

$10.500 pesos cobran 
mensualmente Nicolás del 
Caño y Myriam Bregman.

600.000 pesos donó 
Christian Castillo como 
diputado a distintos conflictos 
y fondos de lucha.

$5.500 cobra la mitad de la 
clase trabajadora.

Por eso planteamos:



POR UN GOBIERNO DE LOS 
TRABAJADORES

En estos más de 200 años de 
historia, la clase capitalista argentina 
y sus partidos han demostrado cuáles 
son sus intereses, hundiendo a la 
nación en el atraso y la dependencia. 
La clase trabajadora, encabezando a 
las masas populares, es la única que 
puede verdaderamente defender el 
interés de la nación oprimida y resolver 
los grandes problemas populares.

Medidas como las que planteamos 
en este programa sólo podrán ser 
llevadas hasta el final por un gobierno 
de los trabajadores y el pueblo 
explotado.

Con la nacionalización de los 
principales medios de producción, 
los recursos económicos podrán, 
mediante su planificación democrática, 
ser puestos al servicio de satisfacer las 
necesidades de los trabajadores y el 
pueblo.

Toda la experiencia histórica 
demuestra que los capitalistas no 
permitirán pacíficamente que se afecten 
sus privilegios. En la lucha consecuente 
y hasta el final por terminar con el 
atraso y la dependencia nacionales; 
por acabar definitivamente con el 
hambre, el desempleo y la miseria; por 
conquistar educación, salud y vivienda 

acordes a las verdaderas necesidades 
sociales, los trabajadores, acaudillando 
al pueblo pobre, se encontrarán ante 
la necesidad de conquistar su propio 
gobierno mediante la movilización.

Para llevar adelante esa tarea 
histórica, la clase trabajadora necesita 
romper con el peronismo y otras 
fuerzas políticas patronales. Necesita 
conquistar su independencia de clase: 
confiar en su propio programa para no 
volver a pagar el costo de cada crisis y 
construir organizaciones democráticas 
que le permitan unir sus filas y las de 
todos los explotados y oprimidos, 
primero para la lucha, luego para su 
propio autogobierno. La recuperación 
de los sindicatos, echando a la 
burocracia, debe estar al servicio de 
impulsar organizaciones que permitan 
superar los límites gremiales, en la 
tradición de los concejos obreros o las 
coordinadoras. 

El Frente de Izquierda se constituyó 
en 2011 levantando la independencia 
política de los trabajadores, con un 
programa que enfrenta a los capitalistas 
y culmina con la lucha por el gobierno 
de los trabajadores. Así se diferencia 
de todas las experiencias populistas 
latinoamericanas, como las de Hugo 
Chávez y Evo Morales, entre otras. 
También de experiencias reformistas 
como Syriza en Grecia o Podemos en el 
Estado Español.

Queremos que la fuerza lograda por 
la izquierda en base a su avance en los 
sectores combativos del movimiento 
obrero y el peso electoral del Frente de 
Izquierda, nos permitan llegar mejor 
preparados a los momentos de crisis. 
Así podremos confluir con millones 
de trabajadores y jóvenes, y darle una 
perspectiva política que nos permita 
vencer a los capitalistas que querrán 
volver a descargar la crisis sobre 
nuestras espaldas. No sólo en nuestro 
país, sino como parte de la lucha de 
la clase obrera internacional y los 
pueblos oprimidos, en la perspectiva 
del socialismo.

El camino de la independencia del 
imperialismo es una tarea pendiente 
en América Latina. Solo una lucha 
conjunta de los pueblos de la región 
con la clase obrera urbana y rural al 
frente, para derrotar a las burguesías 
cipayas, imponiendo gobiernos 
obreros y populares en cada país, 
puede abrir el camino a la plena 
liberación. Para nosotros, los socialistas 
revolucionarios, la lucha no es nacional, 
bregamos por una Federación de 
repúblicas socialistas de América 
Latina.

Para eso es necesario construir 
la fuerza política que pueda dirigir 
esa lucha, un verdadero partido 
revolucionario de la clase trabajadora. 
Ahora apostamos a que sean miles 
de compañeros que se involucren 
en renovar y fortalecer el Frente de 
Izquierda. 


